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R-DAGJ-644-2004

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA.  División de Asesoría y Gestión Jurídica.  San José, a las doce horas  del  veinte de octubre de dos mil cuatro.---------------------------------------

Recurso de apelación interpuesto por VIFISA de Turrialba, S.A., en  contra  del  acto  de adjudicación de la Licitación por registro número 14-2004, promovida por la Municipalidad de Santa Ana y cuyo objeto es la reconstrucción de dos vehículos de desechos sólidos, recaído a favor de CERMA, S.A., por $53.492,00.------------------------------------------------------------------------------

RESULTANDO

I. VIFISA de Turrialba, S.A., indica: A) Garantía sobre los trabajos: se ha cotizado una vigencia de garantía de 12 meses ó 2500 horas de trabajo, lo que primero se cumpla. Empero, la Municipalidad no asignó puntaje por alegar un condicionamiento. Indicar horas como parámetro para medir el tiempo es lo más indicado. Al calcular las horas de trabajo por semana resulta que da 48 horas que, durante 52 semanas al año, da como resultado 2496 horas, equivalente a un año, sin excluir feriados de ley. En el cartel se dice que las revisiones técnicas gratuitas deben considerar un máximo de 250 horas o cada mes, por lo que, se nota, hay una equivalencia de tiempo horas meses por lo que no se considera que exista un condicionamiento. Todas las fabricas y agencias de equipo extienden la garantía en años, horas o kilómetros, lo que primero se cumpla. B) Incumplimientos de la adjudicataria: CERMA incumple con la norma 4.7 del cartel dado que no señaló los cinco rubros por considerar en el factor precio; en concreto, no expuso el aspecto de “imprevistos”. Además, erró en su plica en punto a la norma 4.11 que exige una caja nueva; lo anterior, porque cotiza góndolas nuevas que no es lo mismo. Las alternativas no pueden ser consideradas, asimismo, porque se incumplió con la oferta principal. Por otro lado, la adjudicataria no presentó la declaración jurada sobre el régimen de prohibiciones (normas 24.4.1. y 53.2. del cartel), tampoco presenta la certificación de la Caja Costarricense de Seguro Social; no consta la personería jurídica ni la certificación de los propietarios de las acciones de la sociedad mercantil y el listado de herramientas.------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

II. En los procedimientos se han observado las prescripciones constitucionales, legales y reglamentarias, y, --------------------------------------------------------------------------------------------------

CONSIDERANDO

I. HECHOS PROBADOS. Para la resolución del presente caso de conformidad con el marco jurídico se han tenido por probados los siguientes hechos de interés: 1) La Municipalidad de Santa Ana promovió la Licitación por registro número 14-2004, cuyo objeto es la reconstrucción de dos vehículos de desechos sólidos; este lo dictó a favor de CERMA, S.A., por $53.492,00 (Vid, La Gaceta número 195 del miércoles 6 de octubre del 2004). 2) El cartel de este concurso indicó como obligaciones de los contratistas que prestarán los servicios de reconstrucción, revisiones técnicas y reparación del equipo: “Sin perjuicio de los demás deberes y obligaciones contenidas en el presente cartel y en la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento General, los contratistas tendrán las siguientes obligaciones: / a) … / h) Evaluar con detalle todos los componentes del vehículo que es sometido a su reconstrucción, revisión técnica y/o reparación de manera que a su egreso del establecimiento esté debidamente, (sic) reconstruido, revisado y/o reparado de acuerdo con lo solicitado y lo que técnicamente demande el servicio. / i) Corregir los errores y reparar adecuadamente el vehículo, cuando los servicios presenten defectos o no se haya corregido adecuadamente la causa que provocó su ingreso a las instalaciones del contratista, esto en caso de ejecutarse la garantía de funcionamiento” (Vid, folio 00212 en expediente administrativo). Por otro lado, en punto a la garantía de funcionamiento, el pliego señala: “3.3. – Garantía de funcionamiento: La garantía de funcionamiento otorgada al equipo, debe ser indicada en meses. Esta garantía no podrá ser menor a tres meses y debe cubrir todos los componentes del equipo…” (Vid, folio 00204 en expediente administrativo). 3) La ahora apelante cotizó en punto a la garantía de funcionamiento calificable: “…La reconstrucción tiene una garantía que cubre todos los sistemas reconstruidos, con una vigencia de 12 meses o 2500 horas de trabajo lo que primero se cumpla…” (Vid, folio 00286 en expediente administrativo). 4) En el análisis administrativo, se le apuntó a la oferta de la recurrente: “La empresa… condiciona su ofrecimiento que 12 meses o 2500 horas lo que ocurra primero. Sobre este particular el cartel de la licitación indica expresamente que la garantía debe ser en meses… por lo tanto la empresa… está condicionando la garantía, situación que no es permisible porque no se puede establecer método de comparación para valorar este punto…” (Vid, folio 00325 en expediente administrativo).---------------------------------------------

II. SOBRE LA ADMISIBILIDAD DEL RECURSO: Este órgano contralor es conteste en reiterar los criterios de improcedencia manifiesta o inadmisibilidad que hacen que un recurso de apelación pueda ser rechazado ad portas; esto por no haber fundamento de Derecho para cursar audiencia inicial y hacer estudio de fondo del recurso de que se trate (Vid. R-DAGJ-598-2003, de las 14:00 horas del 19 de diciembre del 2003). Para el caso que nos ocupa, resulta que la ahora apelante argumenta que el modo de cotizar la garantía técnica en meses u horas, en nada puede comprenderse como un condicionamiento y que, por lo tanto, su oferta debe ser considerada. Asimismo, la recurrente expone una serie de argumentos en contra de la elegibilidad de la adjudicataria que, por el momento, todavía no se analizan. Sobre garantías técnicas se ha indicado: “En relación con el tema de fondo argumentado por la apelante, hemos de indicar que con tal ofrecimiento de los proponentes, se busca, de parte de la administración, respaldar, por un tiempo razonable, el reemplazo o la corrección, normalmente contra defectos de fabricación o de reparación, o el mismo mantenimiento, de bienes (vehículos -como es el caso-), equipos, entre otros. Sobre el tema, este despacho ha señalado / (ver RC-365-2002, de las trece horas del once de junio del dos mil dos). / Nótese como la misma jurisprudencia citada inicia con una referencia en el sentido de que la garantía de los bienes posee como norte asegurar que lo comprado goce de un respaldo del fabricante. Tal proveedor debe comprometerse, en un plazo previamente pactado, a reemplazar las piezas o, si fuere el caso, el equipo que hubiera sido adquirido y que falle por defectos en su proceso de fabricación. No es otra la naturaleza de este tipo de “riesgos” que asumen los contratistas. Afirmamos que riesgos por cuanto, pese a la calidad en la producción que pueda existir e, incluso, certificando etapas de esa producción, nada garantiza al fabricante el correcto desempeño de cada uno de los componentes que produce  y que, de fallar, por el motivo que sea en punto a su fabricación, debe, sin mayor remedio, asumir el costo total del daño, sea dando el equipo o la pieza nueva, o reparándola” (Vid, R-DAGJ-537-2003, de las 13:00 del 26 de noviembre del 2003). Ahora, en punto a la garantía de funcionamiento y el modo de cotizarla por parte de VIFISA, tenemos que el cartel dispuso el  señalamiento de “meses” para el asunto de la garantía dicha (hecho probado 2), por lo que, de entrada, la letra del cartel no parece haber permitido otra manera de ofrecer el objeto de interés sin que en expediente se observe, por otra lado, que la cláusula del pliego haya sido objetada por lo que se entiende consolidada. Además, a esto debe agregarse que el cartel ordenó —obligatoriamente— que los contratistas: “Sin perjuicio de los demás deberes y obligaciones contenidas en el presente cartel y en la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento General, … tendrán las siguientes obligaciones: … h) Evaluar con detalle todos los componentes del vehículo que es sometido a su reconstrucción, revisión técnica y/o reparación de manera que a su egreso del establecimiento esté debidamente, (sic) reconstruido, revisado y/o reparado de acuerdo con lo solicitado y lo que técnicamente demande el servicio. / i) Corregir los errores y reparar adecuadamente el vehículo, cuando los servicios presenten defectos o no se haya corregido adecuadamente la causa que provocó su ingreso a las instalaciones del contratista, esto en caso de ejecutarse la garantía de funcionamiento…” (hecho probado 2), por lo que la garantía de funcionamiento no podría, bajo argumentos de mero formalismo, desconocer la necesidad irremediable de haber cumplido al pie de la letra con el factor indicado. Asimismo, el propio pliego requirió —al menos— un mínimo de tres meses de plazo en la garantía (hecho probado 2), por lo que, igualmente, no cabía otro medio o modo de cotizar en un aspecto de orden sustancial. La indicación de horas y meses a la vez (hecho probado 3) produjo que la administración no asignara el puntaje de rigor a la recurrente (hecho probado 4). En ese sentido, debe recordársele a la apelante que lo procesalmente correcto era haber objetado el cartel para que éste permitiese un ofrecimiento como el realizado. Por ende, no puede ser de recibo que ahora se pretenda tener como bien propuesto un plazo de garantía en horas y meses a la vez por el resguardo al marco jurídico que aplica —reglas de consolidación del cartel; además de aplicar los principios de transparencia y seguridad jurídica— (Vid, R-DAGJ-69-99, de las 15:00 horas del 3 de noviembre de 1999 y R-DAGJ-21-2000, 11:10 horas del 18 de enero del 2000). Pero, más que el problema de asignación de puntos o no, en la especie resulta que el asunto de la garantía de funcionamiento es un aspecto de suyo trascendental en donde la voluntad o no de cumplirlo por parte de los participantes no cabía, en detrimento de principios constitucionales de eficiencia y eficacia. Desde luego que solo puede ser elegible la plica “… que se ajusta a las condiciones y especificaciones esenciales del cartel…” (artículo 49.3 del Reglamento General de Contratación Administrativa), de ahí que el pliego de condiciones dejó establecido, pese a ponerlo en sistema de calificación la cotización de los meses, el deber de cumplir con un mínimo de tres meses de plazo. Este despacho no estima procedente establecer a estas alturas la similitud de plazo en meses y horas a la vez, o que el de horas sea más o menos que el indicado en meses. Realizar esto lesiona la transparencia, objetividad y legalidad constitucional, en suma, del proceso que nos ocupa, por lo que, solo si el cartel lo permitía, era aceptable el modo de propuesta realizado por la ahora apelante. De lo que señala la recurrente en su escrito, se desprende que el plazo en general de meses u horas acaba con lo que ocurra primero, sin que, por ende, haya certeza de qué podría suceder de primero por lo que se abre la posibilidad de cometer una lesión a la administración pública que pretende certeza en punto al plazo de garantía de funcionamiento. Las conjeturas de la apelante en beneficio de lo ofrecido, igual pueden explicarse desde algunos supuestos que más bien desmejoran y menoscaban el interés público. Así, ante la falta de seguridad en lo ofrecido, uno u otro de los plazos, la pena no solo es la no asignación de los puntos si no, además, la inelegibilidad de la plica por desconocer normas del cartel que concluyen un deber de ofrecimientos cierto y claro de la garantía. No sería consecuente que el oferente disconforme pudiese ganar este concurso sin haber cumplido fielmente con la garantía mínima, por lo menos, ordenada en el cartel. Aún así, con esta resolución no se está poniendo en duda que la apelante cotice o  no la garantía si no, más bien, la poca claridad de cuál es el verdadero plazo dicho ante la propuesta de meses u horas, lo que ocurra primero. Por otro lado, aunque exista cierta similitud de temas, no es de recibo traer a colación lo dispuesto en el artículo 3.4 del pliego de condiciones (revisiones técnicas gratuitas) por cuanto la posibilidad allí dicha —horas o cada mes— está pensada solo para tal elemento del sistema de calificación de plicas, no así para la garantía de funcionamiento que, reiteramos, no fue objetada por lo que el respeto de haber dicho el plazo de interés en meses, nada más, siempre se impone. Por lo expuesto, procede rechazar ad portas por inadmisibilidad el recurso interpuesto sin que haya razón para analizar los argumentos en contra de la adjudicataria lo que no elimina, aún así, que se le ordene a la Municipalidad tener la suficiente diligencia para verificar que lo argumentado en contra de CERMA, S.A., carece o no de sustento; lo anterior, con la advertencia de ejercer la competencia de fiscalización superior y posterior sobre las actuaciones de la corporación municipal en etapa de refrendo del contrato u otras. --

POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184, de la Constitución Política; artículos 1, 34, y 37, inciso 3), de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República; 1, 85, 88 y concordantes de la Ley de la Contratación Administrativa, 90, 91, 95 y concordantes del Reglamento General de Contratación Administrativa y la jurisprudencia citada, SE RESUELVE: RECHAZAR AD PORTAS, por inadmisible, el recurso de apelación interpuesto por VIFISA de Turrialba, S.A., en  contra  del  acto  de adjudicación de la Licitación por registro número 14-2004, promovida por la Municipalidad de Santa Ana y cuyo objeto es la reconstrucción de dos vehículos de desechos sólidos, recaído a favor de CERMA, S.A., por $53.492,00. Finalmente, se advierte que de conformidad con el artículo 34, inciso a), de la citada Ley Orgánica, el presente fallo no tiene ulterior recurso por lo que a la luz de lo dispuesto por el numeral 90 de la Ley de Contratación Administrativa,  se tiene por agotada la vía administrativa.---
NOTIFÍQUESE. ------------------------------------------------------------------------------------------------
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